ACCIÓN DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 138
RADICACIÓN: 66001311800220190019201
ACCIONANTE: JAIRO ENRIQUE AZCARATE G
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / REVISIÓN MÉDICA DE EXAMEN DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL / REGULACIÓN LEGAL / PROCEDE CUANDO SE TRATA DE PENSIONADO POR INVALIDEZ.
De conformidad con la situación fáctica planteada por el apoderado judicial del señor Jairo Azcárate se advierte que su pretensión consiste en que se ordene al Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía valorar la evolución de las secuelas de la enfermedad “hiperqueratosis”, con el fin de que se modifique el acta 1719 de agosto 11 de 2000 que ratificó el acta 0321 de la Junta Médico Laboral de Policía, por medio de la cual se calificó por retiro al accionante. (…)
… la Corte Constitucional ha reiterado que la procedencia de la tutela se halla condicionada a la previa utilización de los mecanismos de defensa ordinarios contemplados en el ordenamiento jurídico, y ha dejado claro que la acción de amparo como medio residual y subsidiario tampoco puede emplearse con el fin de reemplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de los derechos, ni puede subsanar el abandono o negligencia en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos en la ley. (…)
El Decreto 1796/00 en su artículo 10 señala:

“ARTICULO 10. EXÁMENES DE REVISIÓN A PENSIONADOS. La Dirección de Sanidad de cada Fuerza o de la Policía Nacional, realizará por lo menos una vez cada tres (3) años exámenes médicos de revisión al personal pensionado por invalidez…”
Ahora, la norma en cita no puede ser aplicada en este asunto toda vez que la misma disposición señala que el examen de revisión se llevará a cabo a pensionados por invalidez; y, de acuerdo con la información aportada, el actor actualmente solo cuenta con una asignación de retiro, lo cual no equivale a una pensión de invalidez.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA Nº  2 DE ASUNTOS PENALES

PARA ADOLESCENTES 

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciséis (16) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 635
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor JAIRO ENRIQUE AZCÁRATE GRANOBLES, frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la POLICÍA NACIONAL, DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL y el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL.

2.- DEMANDA 

Los hechos que plantea el apoderado judicial se pueden sintetizar así: (i) el señor AZCÁRATE GRANOBLES estuvo vinculado a la POLICÍA NACIONAL y se encuentra con asignación de retiro, la cual paga la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía; (ii) padece de: “síndrome de pies inquietos, insensibilidad plantar de los pies, falta de equilibrio, desgaste de cadera y fémur derecho, columna vertebral desviada, manguito rotador brazo derecho y juanete”; (iii) en agosto 11 de 2000 fue valorado por la Junta Médica Laboral, sin embargo, la patología “hiperqueratosis” no fue valorada de forma absoluta; (iv) actualmente presenta mareos por problemas de equilibrio que no fueron valorados por la Junta, incluso sufrió una caída que le causó una lesión en el hombro; (v) es el Tribunal Médico Laboral el encargado de valorar esas secuelas, ya que fue el que calificó el retiro, pero no reconoció los daños por agresión con arma de fuego sufrida en el año 1998; (vi) tiene derecho a que se estudie su caso y se valore por el Tribunal Médico Laboral , o por una nueva Junta Médica; (vii) frente la petición que elevó ante la entidad, en julio 15 de 2019 le negaron la posibilidad de realizar la Junta de Calificación con el argumento que ya está retirado de la POLICÍA NACIONAL; y (viii) se encuentra en una lamentable condición de salud.
Solicita en consecuencia la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad y a la seguridad social, a cuyo efecto se debe ordenar a las entidades accionadas se realice la Junta Médica.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió contra la POLICÍA NACIONAL, DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL y MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, y vinculó oficiosamente al TRIBUNAL MÉDICO LABORAL DE REVISIÓN MILITAR Y DE POLICÍA y a la profesional de defensa del ORGANIMOS MÉDICO LABORAL. Las entidades se pronunciaron así:
- La asesora jurídica del TRIBUNAL MÉDICO LABORAL solicitó se niegue por improcedente la acción de tutela y se desvincule del presente trámite. Argumentó: (i) en mayo 21 de 2019 el accionante convocó al Tribunal Médico Laboral para que fuera revisada la modificación de secuelas de las patologías contenidas en el acta No 1719-1733 de agosto 11 de 2000 del Tribunal, y en el acta No 1563 de julio 25 de 1989 de la Junta Médica Laboral; (ii) mediante oficio de mayo 23 de 2019 le indicaron al accionante que las actas “son IRREVOCABLES y obligatorias y contra ellas solo proceden las acciones jurisdiccionales pertinentes”; (iii) la comunicación fue remitida al correo electrónico del accionante, y en la misma fecha remitieron la solicitud por competencia a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional; (iv) la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional allegó al Tribunal copia del acta de la Junta Médico Laboral No 1563 de julio 25 de 1989; sin embargo, mediante oficio de julio 15 de 2019 se le informó al recurrente que su solicitud era extemporánea, toda vez que interpuso el recurso encontrándose retirado del servicio desde febrero 20 de 1998;  y (v) el accionante mediante acta No 1719-1733 de agosto 11 de 2000 ya tuvo una valoración médica dirigida a que se le indemnizara económicamente una lesión adquirida en el servicio activo, situación muy diferente a una valoración médica con fines diagnósticos, de tratamiento y seguimiento.

- El Jefe Seccional Sanidad de Risaralda solicitó se declare improcedente la acción de tutela, y se decrete un hecho superado, como quiera que el accionante no tiene ningún servicio médico pendiente para brindar. Señaló que la Dirección de Sanidad ha dispuesto de sus recursos para brindar por medio de su red propia y/o a través de los servicios contratados, la atención médica, odontológica, quirúrgica y farmacéutica pertinente para satisfacer las necesidades de salud de todos sus afiliados.

El señor JAIRO AZCÁRATE es un agente con asignación de retirado por parte de la POLICÍA NACIONAL, es decir, tiene su reconocimiento pensional mensualmente con primas correspondientes y afiliación al subsistema de salud. 

La calificación de retiro se realizó hace veinte años y a la fecha no se encuentra pendiente la prestación de ningún servicio médico, por tanto, no se entiende de dónde salieron los diagnósticos a los cuales hace referencia el señor AZCÁRATE en la acción de tutela. 
3.2.- Mediante providencia de febrero 28 de 2019 el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes declaró improcedente la acción de tutela.
Para llegar a la anterior determinación el a quo argumentó que en este asunto no se cumplía el requisito de inmediatez, toda vez que el acta del Tribunal Médico Laboral data del año 2000, y el término que tuvo el actor para interponer el recurso de apelación contra la mismas ya se encuentra vencido.
Existe además un medio de defensa legal previamente establecido por el legislador, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en la cual se pueden practicar pruebas, valorarlas y decidir de fondo.
La aseveración de encontrarse en una lamentable condición de salud es desvirtuada por la DIRECCIÓN SECCIONAL DE SANIDAD DE RISARALDA que aportó pruebas de los pantallazos de las últimas atenciones en salud registradas en su historia clínica actualizada, donde se puede establecer que la última de ellas data de octubre de 2018 por odontología y por la especialidad de ortopedia del 12 de abril de 2017, y no se encontraron consultas periódicas por las patologías relacionadas en la acción de tutela, e incluso las que refirió no se encuentran dentro de las catalogadas como de alto costo o catastróficas. 
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante por intermedio de su apoderado judicial presentó escrito por medio del cual impugnó la sentencia y manifestó que el requisito de inmediatez para acudir por vía de tutela sí se cumple, toda vez que está dentro de los seis meses que ha establecido la Corte Constitucional para presentar la tutela, máxime cuando se trata de una hechos que perduraron en el tiempo, pero que además todos los días se empeora la salud del señor JAIRO AZCÁRATE.
Olvida el fallador que es un derecho de los trabajadores y del pensionado que le revisen la evolución de las secuelas para saber si efectivamente el daño permanece igual o si ha mejorado, caso en el cual se podría decidir si regresa o no como miembro activo de la Policía. El Decreto 1796/00 estableció el régimen ordinario para que cada tres años como mínimo se verifiquen las afectaciones en la salud que dieron lugar a la pensión; empero, el juzgado de primera no revisó el citado decreto.

En cuanto al perjuicio irremediable, para ello se debe tener en cuenta no solo las patologías anunciadas, sino también su edad, en cuanto se sabe que un proceso contencioso administrativo puede durar en promedio cinco u ocho años, porque esos despachos mantienen represados de trabajo, por tanto, será ineficaz una demanda para ordenar simplemente que se realice una nueva valoración.

Solicita se revoque la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), y en consecuencia se protejan los derechos fundamentales al accionante.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00 modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto de lo decidido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola, aclarándola, o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual el amparo procederá de manera transitoria.

De conformidad con la situación fáctica planteada por el apoderado judicial del señor JAIRO AZCÁRATE se advierte que su pretensión consiste en que se ordene al TRIBUNAL MÉDICO LABORAL DE REVISIÓN MILITAR Y DE POLICÍA valorar la evolución de las secuelas de la enfermedad “hiperqueratosis”, con el fin de que se modifique el acta 1719 de agosto 11 de 2000 que ratificó el acta 0321 de la Junta Médico Laboral de Policía, por medio de la cual se calificó por retiro al accionante.
El juez de primer nivel consideró que la acción de tutela era improcedente, por cuanto: (i) no se cumple el requisito de inmediatez, (ii) existe otro medio de defensa judicial eficaz e idóneo; y (iii) no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable. 
Contra la decisión del a quo, el apoderado judicial impugnó y señaló que por tratarse de unos hechos que perduran en el tiempo sí se cumple el requisito de inmediatez. Además, sí se acreditó el perjuicio irremediable, toda vez que dicha situación no solo depende de las patologías del accionante, sino también de la edad, y por tratarse de una persona de edad avanzada no es eficaz la jurisdicción contenciosa administrativa. 

En cuanto al primer disenso de la parte accionante, esta Corporación tendrá en cuenta lo siguiente: 
Que el TRIBUNAL MÉDICO LABORAL DE REVISIÓN MILITAR Y DE POLICÍA mediante acta No 1719 de agosto 11 de 2000, concluyó como diagnóstico definitivo imputable al servicio: “la nefrectomía izquierda con integridad funcional del riñón restante, úlcera deudena de tratamiento médico, e hiperqueratosis plantar de tratamiento médico”. 
De las anteriores patologías, el actor asevera que presenta secuelas por la “hiperqueratosis plantar”, y que como consecuencia de los mareos que ello le genera sufrió una caída que le causó una lesión en el hombro.
Revisada el acta de la aludida Junta, se aprecia que el señor JAIRO AZCÁRATE debía continuar en tratamiento médico para la patología “hiperqueratosis plantar”, y bajo esas circunstancias debe señalarse: (i) que no se cumple el test de inmediatez para que por vía de tutela se controvierta el acta de agosto 11 de 2000, toda vez que han transcurrido diecinueve años, y se observa que durante dicho período ninguna actividad realizó el accionante con el fin de atacar judicialmente lo decido por el TRIBUNAL MÉDICO LABORAL; sin embargo (ii) como quiera que el actor afirma que: “la hiperqueratosis le ha generado un daño secundario” y que por esa situación en mayo 23 del año 2019 -según información suministrada por el Tribunal Médico- elevó una petición de revaloración, solicitud que el Tribunal Médico negó mediante oficio OFI19-63815 de fecha julio 15 de 2019, se estima que la acción de tutela frente a esa negativa de la entidad se utilizó de manera oportuna y  razonable.

En conclusión, el test de inmediatez no se cumple para que por esta acción constitucional se ataque la calificación del TRIBUNAL MÉDICO LABORAL, pero sí es viable frente a la negativa por parte de la Junta de llevar a cabo la revaloración del señor JAIRO AZCÁRATE frente a la patología de hiperqueratosis que según afirma se ha mantenido progresiva.  

Además de lo previamente analizado, le corresponde al juez constitucional estudiar los demás requisitos de procedibilidad, con el fin de determinar si hay lugar a resolver de fondo este asunto.
En ese sentido la Corte Constitucional ha reiterado que la procedencia de la tutela se halla condicionada a la previa utilización de los mecanismos de defensa ordinarios contemplados en el ordenamiento jurídico, y ha dejado claro que la acción de amparo como medio residual y subsidiario tampoco puede emplearse con el fin de reemplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de los derechos, ni puede subsanar el abandono o negligencia en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos en la ley. 

Sobre la existencia de otros medios de defensa judicial para resolver asuntos como el aquí planteado, la Corte Constitucional en sentencia T-507/15, dijo:

“En este orden de ideas, como el juez contencioso administrativo no puede sino concentrarse en la legalidad del acto, cuyas características no cuestiona el actor, ya que su crítica no recae en el procedimiento administrativo que dio origen a la decisión, ni tampoco las razones que motivaron la expedición del acto, sino en la progresión de la enfermedad, el medio jurídico que parece pertinente no lo es, para proteger el derecho que estima vulnerado. De hecho, el problema jurídico se relaciona en este caso con las nuevas circunstancias que presenta el accionante ante la progresión de su enfermedad.

En este sentido, es factible que el juez administrativo no pueda adentrarse a valorar las nuevas circunstancias del accionante y su análisis se restrinja a verificar la legalidad del acto desde el punto de vista de la aplicación de la norma. En contraste, el juez de tutela tiene la facultad de evaluar la situación particular actual del actor, y determinar si el acto administrativo vulneró sus derechos a la salud y a la seguridad social en particular ante la progresión de la enfermedad, que es un hecho nuevo y posterior a la valoración del Tribunal. 

En consecuencia, es clara la falta de idoneidad del mecanismo ordinario de defensa, lo que hace posible la procedencia de la tutela en el caso que se analiza.”

Con base en lo expuesto por la H. Corte Constitucional, es evidente que en este asunto el medio judicial -juez administrativo- no resulta eficaz e idóneo, por la sencilla razón que el actor no critica la legalidad del acta de agosto 11 de 2000 del TRIBUNAL MÉDICO LABORAL, sino la negativa a revalorar la progresividad de una patología que presenta, y que según él tampoco fue tenida en cuenta al momento de la calificación.
Pero incluso, no se puede pasar por alto que el actor no puede acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que ya operó el término de caducidad de cuatro meses –artículo 138 y 164 ley 1437/11- para que iniciara válidamente el proceso y ejerciera la acción ante la jurisdicción contenciosa. Como ya se indicó en acápite anterior, han transcurrido diecinueve años desde la fecha en que la máxima autoridad a cargo de calificar al señor JAIRO AZCÁRATE se pronunciara.
En ese orden de ideas, la Sala modificará la decisión del Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes, que declaró improcedente la acción de tutela, y en su lugar pasará la Sala a resolver de fondo el asunto.
Para resolver el anterior problema jurídico, nos remitiremos a dos temas: (i) el examen médico de revisión; y (ii) la nueva valoración.

(i) El examen médico de revisión.
El Decreto 1796/00 en su artículo 10 señala:

“ARTICULO 10. EXAMENES DE REVISION A PENSIONADOS. La Dirección de Sanidad de cada Fuerza o de la Policía Nacional, realizará por lo menos una vez cada tres (3) años exámenes médicos de revisión al personal pensionado por invalidez.

En caso de evidenciarse que no persiste la patología que dio origen a la prestación, el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía procederá a revisar el caso”.
Ahora, la norma en cita no puede ser aplicada en este asunto toda vez que la misma disposición señala que el examen de revisión se llevará a cabo a pensionados por invalidez; y, de acuerdo con la información aportada, el actor actualmente solo cuenta con una asignación de retiro, lo cual no equivale a una pensión de invalidez.

La norma no prevé la posibilidad de revaluar, no obstante, la Corte Constitucional si se pronunció acerca del derecho de los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional a obtener una nueva valoración médica, así:
(ii) Las valoraciones nuevas a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional.

Sobre este tópico la Corte Constitucional en la ya referida sentencia T-507/15, dejó en claro:
“En conclusión, la jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido que el derecho a la seguridad social puede verse eventualmente vulnerado, cuando se niega a los soldados retirados una nueva evaluación, después de que el acta de calificación de la junta médica está en firme –cuando ésta no se ha controvertido-, o con posterioridad a que se haya expedido el dictamen del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, si las enfermedades reconocidas han progresado, afectando los derechos de las personas que prestaron en algún momento sus servicios diligentemente al país.

Lo anterior se fundamenta en los siguientes presupuestos:

· La relación de sujeción en que se encuentran los militares en servicio respecto de la institución, conlleva la obligación a cargo de las Fuerzas Militares de garantizar sus derechos a la salud y a la seguridad social y, en esa medida, realizar los exámenes y evaluaciones necesarias para establecer si sufren una patología y cuál es su gradación.

· A pesar de que la regulación en materia de pérdida de capacidad sugiere que los dictámenes proferidos por las juntas de calificación (que no sean controvertidos) y por el Tribunal de Calificación Militar y de Policía, son irrevocables, la regulación de la calificación de invalidez admite que quienes tienen a su cargo las pensiones de invalidez soliciten la actualización del porcentaje de pérdida de capacidad en cualquier tiempo. En consecuencia, el personal retirado también debe tener la posibilidad de que se produzca una nueva calificación cuando la situación de salud se agrave.
· El carácter irrevocable de los dictámenes realizados por el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, se puede desvirtuar ante la consideración del tipo de patología de que se trate y su potencialidad de empeoramiento progresivo.
· El deber de atención diagnóstica a cargo de las Fuerzas Militares es extensivo al personal retirado que no presentó la pérdida de capacidad requerida para que se reconociera su derecho a la pensión al momento de su retiro, pero cuyas patologías presentan un desarrollo incierto y progresivo, de carácter eventual, que no pudo anticiparse al evaluar la pérdida de capacidad en un momento determinado.

· Si con posterioridad a la calificación se encuentran elementos objetivos que evidencien la existencia de una condición patológica atribuible al servicio, que no fue tenida en cuenta en el momento de la evaluación que dio lugar al retiro, o su progresión, hay lugar a practicar un nuevo examen médico.
· El Ejército Nacional tiene la obligación de practicar una nueva valoración médica a los soldados retirados que no acrediten el porcentaje requerido para acceder al derecho a la pensión de invalidez, siempre que (i) exista una conexión objetiva entre el examen solicitado y una condición patológica atribuible al servicio; (ii) se trate de una patología susceptible de evolucionar progresivamente; y (iii) se refiera a un desarrollo nuevo, que no haya sido previsto en el momento del retiro.
El último de estos requisitos no debe ser demostrado exhaustivamente por el peticionario, pues cuando se solicita practicar una nueva valoración el objetivo que se persigue es precisamente determinar médicamente si la patología empeoró.
”.

Para esta situación singular el apoderado del accionante señala que su poderdante presenta unas “secuelas” en relación con la patología “hiperqueratosis” que deben ser revaloradas por la Junta Médico Laboral y el Tribunal Médico Laboral, pero se debe aclarar que dicha solicitud si bien en principio podría tenerse en cuenta para ordenar a las referidas entidades una nueva valoración como quiera que la Corte lo ha permitido en algunos asuntos, para este caso en especial no podrá procederse en esa dirección por las razones que a continuación se exponen:
La hiperqueratosis sí fue calificada por el Tribunal Médico Laboral y el accionante quedó sometido a un tratamiento médico; sin embargo, se desconoce por completo si dicho tratamiento ya terminó, si el paciente tuvo alguna mejoría durante el mismo, o si por el contrario en verdad se desmejoró su condición de salud. Obsérvese que el señor JAIRO AZCÁRATE presentó en la acción de amparo una extensa copia de la historia clínica, pero ese documento no permite determinar si la citada enfermedad que padece el actor puede ser considerada como aquellas de carácter PROGRESIVO, con el fin de poder emitir por esta excepcionalísima vía judicial una orden para una nueva valoración.

Importa precisar además, que la lesión en el hombro a la cual hace referencia el actor en los hechos de la demanda, como consecuencia de “una caída por mareo”, ocurrió con posterioridad a la calificación laboral realizada en el año 2000; por tanto, si se pretende establecer alguna relación directa de esa lesión que sufrió el accionante con alguna de las patologías que fueron ya calificadas, el juez de tutela no puede determinar esa circunstancia por ser un tema meramente clínico que tendrá que ser evaluado por el galeno laboral.
La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional informó que las dos últimas consultas médicas que ha tenido el señor JAIRO AZCÁRATE fueron en abril 12 de 2017 por ortopedia, y en octubre 8 de 2018 por odontología, es decir, no existen antecedentes de consultas, terapias, tratamientos o exámenes que involucren la patología “hiperqueratosis”, con el fin de concluir si dicha enfermedad es en verdad PROGRESIVA como se afirma. Y desde luego, le corresponde al médico laboral diagnosticar si la hiperqueratosis es susceptible de evolucionar progresivamente, pero ocurre que de acuerdo con lo apreciado en el dosier ninguna gestión ha hecho el accionante tendiente a obtener una valoración por parte de dicho especialista como corresponde, y tan solo acudió de manera directa anta las juntas de calificación para que se modifique las actas que calificaron su retiro del servicio como miembro de la Policía Nacional, sin tener plena claridad acerca de la progresividad o no de la enfermedad.
En tan singulares circunstancias, hay lugar a negar el amparo de los derechos fundamentales invocados por el actor, como quiera que el juez de tutela debe contar con los elementos necesarios que determinen si la patología que aparentemente ha generado algunas secuelas al señor JAIRO AZCÁRATE son de carácter progresivo, y si la misma tiene relación directa con el servicio.

6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE MODIFICA la sentencia de tutela dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), y en su lugar se declara la procedencia de la acción. 
SEGUNDO: SE NIEGA finalmente el amparo de los derechos fundamentales del actor ante la no comprobación de una afectación progresiva en los términos indicados en el cuerpo motivo de esta providencia. 

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
Magistrada 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Magistrado 
� Recientemente, en sentencia T-530 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Gerrero) se reiteró que “si el dictamen por pérdida de capacidad laboral tiene por objeto, además de fijar el porcentaje, establecer el origen de las patologías que aquejan al examinado que, entre otras, solo puede determinarse a partir de criterios especializados y científicos privativos de los órganos de calificación; es claro que la relación de los padecimientos actuales con la enfermedad original, debe ser establecida por aquellos, en caso de que dicha conexión no sea evidente en sede judicial, o que, por razones apenas comprensibles sobre la ausencia de conocimientos técnicos de quien pretende ser calificado, no sea demostrada. En todo caso, por las razones expuestas, dicha acreditación ante el juez de tutela no puede constituir un criterio del cual dependa la procedencia de una nueva calificación.” (Negrillas fuera del texto original)
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